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Señores 
JUZGADO QUINTO DE FAMILIA DEL CIRCUITO 
Manizales 
  
 
  

Referencia:      DEMANDA VERBAL SUMARIA por acción de fijación 
                        de cuota alimentaria para padres 
Demandante:   HELI de JESUS OSORIO ALZATE 

    Demandadas:  ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA y otras 
    Radicación:     2023–00457–00 

Asunto:           Recurso de reposición al auto admisorio de la demanda 
                       como excepciones previas, solicitud de levantamiento de medidas 
                       y objeción-complementación al informe técnico socioeconómico y  
                       familiar.  

 
 
Les presento un cordial saludo. 
 
Para su conocimiento y fines pertinentes, en mi condición de mandatario judicial de 
confianza de las codemandadas MARIA ISABEL OSORIO PINEDA y ELIZABETH DEL 
SOCORRO OSORIO PINEDA, vinculadas al presente proceso, como accionadas, 
comedidamente me dirijo a Ustedes, y dentro del término legal, para realizar los diversos 
pronunciamientos anunciados en precedencia, en los siguientes términos y sustentación 
fáctica y jurídica: 
 
 

I. Proposición de RECURSO DE REPOSICIÓN al auto admisorio de la demanda 
como EXCEPCIONES PREVIAS: 

 
El sustento jurídico: 
 

“Art. 100 C.G. del P. Excepciones previas: Salvo disposición en contrario, el demandado podrá 
proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 
 
1. Falta de jurisdicción o de competencia. 
2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
3. Inexistencia del demandante o del demandado. 
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de 
pretensiones. 
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, 
curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe el 
demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar. 
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue 
demandada. 
 
Art. 391 ídem: 
 
(…) 
 
Los hechos que configuren excepciones previas deberán ser alegados mediante recurso de 
reposición contra el auto admisorio de la demanda.” 

 
 
EXCEPCION PREVIA o RECURSO DE REPOSICION por: "INEPTITUD DE LA 
DEMANDA POR FALTA DE LOS REQUISITOS FORMALES" (art. 100, ord. 5°, 



del C.G. del P.), con los siguientes argumentos fácticos y jurídicos, o hechos que 
la soportan: 

 
La denunciada ineptitud de la demanda, se centra en la ausencia de agotamiento del 
requisito de procedibilidad, pese a contener una solicitud de medida cautelar o previa, 
que no satisface, bajo las reglas de la sana crítica y la experiencia, el fin atribuible a la 
“medida cautelar solicitada”, y que se puede entender como una malversación y capricho 
a no cumplir con el agotamiento obligatorio de la audiencia de conciliación, que la Ley no 
suple, al impetrar la demanda, a saber: 
 

 Aduce la libelista, en escrito aparte a la demanda incoada, que: 
 

“Respetuosamente solicito señor Juez el embargo del salario por la señora MARÍA ISABEL 
OSORIO PINEDA, hasta del cincuenta por ciento (50%) del valor mensualizado para solventar 
el pago en razón de la fijación de la cuota alimentaria en favor del señor HELÍ DE JESÚS 
OSORIO ALZATE, de conformidad con el artículo 130, inciso primero de la Ley 1098 de 2006, 
como prestación del servicio o contratos que posee con MULTILAC, quienes reciben 
notificaciones en la Calle 48 # 27 – 35 Manizales, correo electrónico 
contacto@multilac.com.co” 

 
 Por su parte, el Juzgado del conocimiento, al admitir la demanda, en auto 

interlocutorio sin numerar adiado el 02.08.2023, refrendó tal protuberancia, pero 
sin el requerimiento debido: 
 
“….No obstante lo anterior, se negará la medida cautelar de embargo del salario de las 
señoras Marcela Osorio Osorio y María Isabel Osorio Pineda, pues en principio deben 
estructurarse los presupuestos para fijar los provisionales que conlleven a que con dicha 
medida se aseguren y en este caso, no se reúne con los requisitos establecidos en el artículo 
397 del CGP. para decretar alimentos provisionales y en consecuencia para acceder analizar 
la procedencia de decretar el embargo solicitado, lo anterior porque ante la falta de aportación 
de una prueba siquiera sumaria de la capacidad económica de las demandadas, presupuesto 
para regular alimentos provisionales emerge que no sea posible acceder a ello por lo pronto y 
menos aún para disponer una medida con respecto a una determinación – alimentos 
provisionales – respecto a los cuales no se cumplen en presupuesto aludido en la referida 
norma. 
 
PRIMERO: ADMITIR la demanda de ALIMENTOS PARA MAYORES, propuesta a través de 
apoderada judicial por el señor HELI DE JESÚS OSORIO ALZATE contra las señoras LINA 
MARCELA OSORIO OSORIO, ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA Y MARIA 
ISABEL OSORIO PINEDA  
 
SEGUNDO: Dar el trámite de proceso Verbal Sumario contemplado en el Art. 392 del C.G.P. a 
este proceso.  
 
TERCERO: NEGAR la regulación de alimentos provisionales y la medida cautelar embargo 
para asegurarlos, por lo motivado.” 
 

 Sin embargo, los requisitos del art. 82 y ss. del C.G. del P., no están satisfechos a 
cabalidad: 

 
“ARTÍCULO 82. REQUISITOS DE LA DEMANDA. Salvo disposición en contrario, la demanda 
con que se promueva todo proceso deberá reunir los siguientes requisitos: 
 
(…) 
 
11. Los demás que exija la ley.”(íb) 
 
 



“ARTÍCULO 69. La conciliación como requisito de procedibilidad en materia de 
familia. La conciliación extrajudicial en derecho en materia de familia, será requisito de 
procedibilidad en los siguientes asuntos: 
 
(…) 
 
2. Asuntos relacionados con las Obligaciones alimentarias.”(Ley 2220 del 2022) 

 
 

   Es decir, que si el Juzgador era consciente de la indebida solicitud de medidas 
cautelares, pues no sólo carecía de los requisitos axiológicos para su decreto, sino 
que además iba sin sustento fáctico y jurídico que así lo impusiera, al igual que 
gozaba de haberse pedido en materia de niños, niñas y adolescentes aunque para 
el asunto bajo marras no fuera así, pues lo debido era requerir el requisito de 
procedibilidad, y no simplemente de bulto admitir la demanda, y negar la cautela. 
 

   Máxime cuando a lo largo de éste juicio, según las piezas procesales remitidas a 
éste judicial, no hay prueba alguna que sustente el decreto de una medida 
provisional, pues goza por su ausencia algún contrato de arrendamiento, como 
supuesto gasto, facturas de servicios públicos, como supuesto gasto, deber de 
comprar alimentos, como supuesto gasto, y que el demandante sea cesante y no 
le den trabajo en ningún sitio, pues él siempre ha sido independiente, y tiene su 
propio negocio automotriz, encontrándolo tercerizado, según informantes privados 
que hemos tenido en el sector. 

 
Corolario de lo anterior, y por lo tanto, dicha demanda no puede menos de ser calificada 
como formalmente inepta, debe ser inadmitida y en su lugar debió haber sido rechazada, 
pues no cumple con el requisito formal del agotamiento de audiencia obligatoria de 
conciliación, sin justificación alguna, pues el pedimento de la medida cautelar esbozada, 
se cae de su propio peso. 
 

"Las formas procesales son necesarias, ya que son las reglas básicas del derecho de 
defensa, que no solo se predica de la parte demandada, sino de la parte demandante y en 
general de quien ocupa la calidad de parte en el proceso..." (Jairo Parra Quijano). 

 
Cuando hablamos de la medida cautelar solicitada al momento de la presentación de una 
demanda, nos debemos de referir claramente a las reglas propias de la misma, 
contenidas en el art. 590 del CGP, de modo que, la instrucción al juez con motivo de la 
solicitud de medida previa para evitar tener que agotar el requisito de procedibilidad, no 
basta con solicitar “cualquier medida previa”, sino, de las contempladas en el ritual civil 
que nos atañe. 
 
Entonces, la solicitud de medidas cautelares previas dentro de un proceso declarativo, 
para el asunto de marras, declarativo especial, debe de configurarse conforme a la 
ritualidad prevista, sopena de inadmisión y posterior rechazo por no haberse agotado el 
“requisito de procedibilidad”, pues bien, de la norma en mención, no basta la mera 
“solicitud de medidas cautelares” para evitar el agotamiento del requisito de 
procedibilidad, en el entendido, que esa no es la naturaleza propia de la medida cautelar, 
sino, asegurar o garantizar el eventual cumplimiento de la decisión del juez. 
 
Situación que jamás se ha sustentado, alegado, y que forma parte además de la causa 
petendi en un eventual fallo de fondo, y ahora no se puede patrocinar, cuando el 
demandante jamás ha arribado prueba alguna que permita entender que existe un riesgo 
inminente, y el mismo tampoco se puede deducir de su edad, pues lo que pretende es 
generar pesar a su señoría para salirse con las suyas. 



Tenemos que la apoderada judicial de la parte actora, no sustentó ni allegó prueba “si 
quiera sumaria” que sostuvieran los requisitos al petítum de los alimentos provisionales 
irrogados, y así lo pudo concluir el Juzgado cognoscente, sin embargo se le dio trámite a 
la demanda incoada, careciendo de tal requisito indispensable, por su naturaleza, y 
porque es la única manera de que se ejerza debidamente el derecho de acción. 
 
El estatuto adjetivo, así como la norma complementaria, aducen claramente que el 
agotamiento de la audiencia de conciliación, como requisito de procedibilidad es un factor 
OBLIGATORIO, y sólo se desprende un eximente a tal requisito, solicitando medidas 
cautelares en favor de quien demanda. 
 
No obstante tal eximente, no se puede acomodar a una interpretación funcional, más no 
fundamental, pues así entonces se podría permitir que cualquier persona, solicite 
cualquier medida cautelar, nominada o innominada, infundada y acéfala de pruebas, sin 
ninguna consecuencia justa, atiborrando a la administración de justicia y poniendo en 
incertidumbre la naturaleza obligatoria de tal diligencia previa. 
 
Es entonces la interpretación errónea que hace el Juzgador al proceder con la aceptación 
y admisión de la demanda, y darle trámite de rigor, habida cuenta, no solo del 
fundamento normativo distorsionado y equivocado, sino, omitiendo el control jurídico y 
judicial de la admisibilidad de la demanda en debida forma, por el requisito sine qua non 
del agotamiento de conciliación prejudicial para acceder a la jurisdicción de familia. 
 
Reza el art. 590 del CGP frente al asunto debatido:  
 

En los procesos declarativos se aplicarán las siguientes reglas para la solicitud, decreto, 
práctica, modificación, sustitución o revocatoria de las medidas cautelares: 
 
1. Desde la presentación de la demanda, a petición del demandante, el juez podrá 
decretar las siguientes medidas cautelares: 
 
a) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y el secuestro de los 
demás cuando la demanda verse sobre dominio u otro derecho real principal, 
directamente o como consecuencia de una pretensión distinta o en subsidio de otra, o 
sobre una universalidad de bienes… 
 
 
b) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que sean de propiedad del 
demandado, cuando en el proceso se persiga el pago de perjuicios provenientes de 
responsabilidad civil contractual o extracontractual. 
 
(…) 
 
2. Para que sea decretada cualquiera de las anteriores medidas cautelares, el 
demandante deberá prestar caución equivalente al veinte por ciento (20%) del valor 
de las pretensiones estimadas en la demanda, para responder por las costas y 
perjuicios derivados de su práctica. Sin embargo, el juez, de oficio o a petición de parte, 
podrá aumentar o disminuir el monto de la caución cuando lo considere razonable, o fijar 
uno superior al momento de decretar la medida. No será necesario prestar caución para la 
práctica de embargos y secuestros después de la sentencia favorable de primera 
instancia. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO. En todo proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando se solicite 
la práctica de medidas cautelares se podrá acudir directamente al juez, sin necesidad de 
agotar la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. 
 



Hace el artículo mencionado ciertas precisiones que no podían ser menospreciadas al 
momento de la admisión de la demanda sin el agotamiento de requisito de procedibilidad 
por “solicitud de medidas cautelares”, ello, no solo conforme a que con dicha solicitud no 
se allegó prueba alguna que sostuviera la necesidad de unos “alimentos provisionales”, 
sino que además de advertida tal falencia, el Juzgado procedió a admitir la demanda, 
siendo necesario que hubiese entonces, frente al yerro del actor, solicitado el 
agotamiento del requisito de procedibilidad. 
 
Además, porque la medida cautelar solicitada por el demandante al momento de la 
radicación de la demanda, no era de carácter nominativa, quiere decir, que no se 
encontraba reclamando “discusiones sobre dominio o derechos reales” ni, “reclamación 
de perjuicios provenientes de responsabilidad civil extracontractual o contractual”, sino, el 
decreto de alimentos provisionales, así: 
 

“Respetuosamente solicito señor Juez el embargo del salario por la señora MARÍA ISABEL 
OSORIO PINEDA, hasta del cincuenta por ciento (50%) del valor mensualizado para solventar 
el pago en razón de la fijación de la cuota alimentaria en favor del señor HELÍ DE JESÚS 
OSORIO ALZATE, de conformidad con el artículo 130, inciso primero de la Ley 1098 de 2006, 
como prestación del servicio o contratos que posee con MULTILAC, quienes reciben 
notificaciones en la Calle 48 # 27 – 35 Manizales, correo electrónico 
contacto@multilac.com.co” 

 
Que a todas luces,  y como obra en el dossier, se caracteriza por ser una solicitud de 
medida cautelar confusa y antitécnica, de carácter innominado, que conforme a la línea 
conceptual que se alega, no podía ser menoscabado su estudio juicioso por parte de la 
judicatura, estableciendo, si procedía o no, y además, si con ello la mandataria judicial de 
la activa saldría relevada de agotar o no la conciliación prejudicial. 
 
Al respecto, ha considerado nuestro órgano de cierre jurisdiccional, ha dicho lo siguiente: 
 

“Nótese que las medidas cautelares están fundadas en por lo menos 3 principios. En la tutela 
judicial efectiva, en tanto debe procurarse que la ejecución o el cumplimiento de la solución 
dada a la controversia sea realmente probable. En la igualdad real entre las partes, en 1a 
medida en que el juez está llamado a utilizar los poderes otorgados para nivelar o aplanar el 
desnivel natural en que ellas están frente al derecho discutido. Y la dignidad humana, como 
única limitante del poder jurisdiccional, toda vez que ninguna potestad puede generar un trato, 
que cause sufrimiento físico, mental o psicológico injusto, o que humille, sin fundamento al 
individuo frente a los demás… 
 
…2.2.- Puestas las cosas de esa manera, la hermenéutica que está llamada a dársele al 
artículo 590, numeral primero, literal "del Código General del Proceso, sugiere, a modo de 
regla general, la posibilidad de decretar dentro de un proceso judicial declarativo cualquier 
medida que el juez encuentre razonable para la protección del derecho objeto del litigio, 
impedir su infracción o evitar las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños, hacer 
cesar los que se hubieren causado o asegurar la efectividad de la pretensión, previa petición 
de parte. 
 
Eso sí, para que ello ocurra, “el juez apreciará la legitimación o interés para actuar de las 
partes y la existencia de la amenaza o la vulneración del derecho”, así como “tendrá en cuenta 
la apariencia de buen derecho, como también la necesidad, efectividad y proporcionalidad de 
la medida”. Huelga reiterar, el juez no está facultado para adoptar medidas atípicas a su 
arbitrio y sin, limitación alguna. Todo lo contrario, para establecerlas no podrá perder de vista 
que su finalidad no es otra que propender por la tutela efectiva del interés perseguido en el 
caso sometido a su conocimiento, con observancia, además, de los supuestos que la 
gobiernan, como lo son, entre otros, que resulten proporcionales, así como razonables, a la luz 
de los postulados constitucionales y el respeto de la dignidad humana. Todo lo cual deberá 
dejar suficientemente ilustrado con la motivación del auto respectivo… 
 



…Sin olvidar que, de forma complementaria, el legislador relevó al funcionario judicial de 
realizar el estudio de los presupuestos legales y constitucionales referidos en el párrafo 
anterior, cuando “la demanda verse sobre dominio u otro derecho real principal, directamente o 
como consecuencia de una pretensión distinta o en subsidio de otra, o sobre una universalidad 
de bienes” o, “cuando el proceso se persiga el pago de perjuicios provenientes de 
responsabilidad civil contractual o extracontractual”(Lit. a y b, numeral 1°, art. 590 C.G.P.), ya 
que en estos episodios el examen de la legitimidad, efectividad, razonabilidad, ponderación y 
necesidad de la inscripción de la demanda, el embargo y/o el secuestro fue superado por la ley 
de antemano, así como lo fueron el fumus bonis iuris y el periculum in mora, que valoró el 
legislador por anticipado para disponer de tales medidas… 
 
…Sin embargo, lo visto en nada significa que esas mismas previsiones no puedan adoptarse 
como innominadas en causas diferentes, cuando el juez advierta satisfechos los 
requerimientos de orden superlativo y legal mencionados (apariencia de buen derecho, peligro 
con la mora, razonabilidad, proporcionalidad, efectividad, ponderación, entre otros); tarea que 
está llamado a complacer el interesado, con la respectiva solicitud, dado que las medidas 
innominadas no solo son las que no están expresamente señaladas en la ley, sino aquellas 
que estándolo en el ordenamiento, no lo están para un caso específico o particular, pues frente 
a este son verdaderamente genéricas a pesar de ser típicas para otras eventualidades…”(Sala 
de Casación Civil, C.S. de J. sent. STC 3028-2020 Mag. Pon. Luis Alonso Rico Puerta) 

 
Señoría, para el sub examine es claro afirmar que no existe jamás una apariencia del 
buen derecho, o que bajo el análisis lógico deductivo ordinario se pueda concluir la 
ausencia de necesidad de aplicar el beneficio del eximente de agotamiento del requisito 
de procedibilidad, que es de carácter obligatorio, sin que sea posible, con una mera 
manifestación, acéfala de pruebas y raquítica de argumentación, patrocinar dicho acto 
para comparecer directamente a la administración de justicia. 
 
Por lo visto, el a quo soslayó el criterio y el fundamento natural de las medidas cautelares 
previas dentro del proceso declarativo especial, en el entendido que las medidas 
cautelares no son, conforme a la norma endilgada, un “atajo o quite” del agotamiento de 
la conciliación prejudicial, como lo pretendió hacer ver la parte actora, sino, que las 
mismas obedecen a la “tutela judicial efectiva, igualdad entre las partes y la dignidad 
humana”, criterios del todo desconocidos frente a las pretensiones y fundamentos 
esbozados por la activa, máxime, que ni siquiera se detuvo a sustentar la necesidad de 
dicha medida. 
 
Por lo mismo, la demanda debía inadmitirse in limine, ya que, fuera de presentarse sin el 
requisito de procedibilidad agotado, se presentó una solicitud de medidas cautelares 
previas para evitar el agotamiento de la conciliación prejudicial, pero la misma carecía de 
sustento fáctico y jurídico que arropara y arrojara por qué la demanda debía de ser 
presentada sin el previo agotamiento del requisito de procedibilidad. 
 

«(...) las medidas cautelares son concebidas como una la herramienta procesal a través de la 
cual se pretende asegurar el cumplimiento de las decisiones judiciales, sean personales o 
patrimoniales y, en este último caso, se orientan a lograr la conservación del patrimonio del 
obligado de salir adelante los reclamos del demandante, restringiéndose, con ello, los 
eventuales efectos desfavorables que puedan suscitarse ante la tardanza de los litigios. Por 
ello, son de naturaleza instrumental o aseguraticia, provisoria o temporal, variable o 
modificable y accesorias al proceso principal. 
 
(…) 
 
Dichas medidas, llamadas innominadas, han sido apreciadas por esta Sala en otras 
ocasiones, resaltándose su carácter novedoso e indeterminado, proveniente de las solicitudes 
de los interesados; asimismo, se ha relievado que su decreto le impone al juez del asunto un 
estudio riguroso sobre la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la cautela deprecada, 
analizándose, por supuesto, su alcance en torno al derecho objeto del litigio.  
 



La Corte Constitucional, al declarar inexequible el literal d) del artículo 30 de la Ley 1493 de 
2011, en la sentencia C-835 de 2013, sobre las mismas, advirtió:  
 
“(…) [E]n el ordenamiento jurídico colombiano hay cabida para una serie de medidas 
cautelares atípicas o innominadas, novedosas, que además de no ser viables de oficio, solo 
pueden imponerse por el juez en ciertos procedimientos para proteger derechos litigiosos, 
prevenir daños o asegurar la efectividad de las pretensiones, dentro de parámetros que para 
su imposición, son claramente delineados por el legislador.  
 
“Las medidas innominadas son aquellas que no están previstas en la ley, dada la variedad de 
circunstancias que se pueden presentar y hacen difícil que sean contempladas todas por el 
legislador, que pueden ser dictadas por el juez acorde con su prudente arbitrio, para „prevenir 
que pudiera quedar ilusoria la ejecución del fallo o cuando hubiera fundado temor de que una 
de las partes pueda causar lesiones graves o de difícil reparación al derecho de la otra‟ 
(…)”.(Sentencia STC 15244 del 2019, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil) 

 
Esta falencia de la parte demandante, releva a mis mandantes de cualquier vinculación 
procesal actual, pues bajo conjeturas han intentado engañar al Juzgado de que ordenase 
la continuación procesal, así como el auto admisorio objeto de censura, pero sin 
argumentación lógica, y pruebas jurídicas contundentes que permitan buenamente arribar 
la necesidad de una cautela, y de contera, la posibilidad de eximir un requisito formal y 
necesario como lo es el agotamiento de la audiencia de conciliación obligatoria como 
requisito de procedibilidad para demandar. 
 
Es decir, que tal carga procesal, que correspondía a la parte actora, tampoco fue 
satisfecha, y constituye un requisito necesario y sustancial para la debida integración del 
contradictorio, y para destrabar la actuación a la acción que jurídicamente corresponda.  
 
De ahí que, ante la incertidumbre que presenta el proceso, la demanda y la posición 
jurídica laxa de mi ilustre contradictora, cuyos criterios los tengo por bien sentados, 
considero más prudente atenerme a mis conclusiones y consignar en esta excepción 
previa o dilatoria, mi personal criterio, de manera que el juzgador pueda reflexionar 
mesuradamente sobre el tema decidendum, que considero no se ajusta a las previsiones 
normativas y procesales regentes. 
 
Razón por la cual, en esta oportunidad, creo que se ajusta más a la prudencia y a mis 
principios jurídicos guiarme por el caudal probatorio en lo que atañe al hecho y sus 
consecuencias, y reservarme únicamente el derecho a expresar por escrito, y 
brevemente, mis propias conclusiones, en estricto cumplimiento de mi deber, para 
adecuar el trámite desde el umbral y así evitar futuras nulidades, fallos inhibitorios, o 
desgaste innecesario de actuación procesal. 
 
En este orden de ideas, siendo que los presupuestos procesales necesarios para incoar 
la demanda no han sido satisfechos, habiendo en este caso faltado el agotamiento del 
requisito de procedibilidad obligatorio, la actuación procesal deberá ser recompuesta, 
inadmitiendo la demanda, y ordenando corregir tal falencia dentro de los 5 días hábiles 
siguientes al proveído que resuelva favorable la presente excepción, y de no ser tal 
falencia subsanada, pues así se deberá ordenar el rechazo de la misma. 
 
 

II. Solicitud de levantamiento de medidas cautelares o FIJACION DE ALIMENTOS 
PROVISIONALES: 

 
En el caso in concreto, advierte éste judicial que no hay causa objetiva para fijar 
alimentos provisionales, cuyo levantamiento se pretende, por las siguientes breves 
razones fácticas y jurídicas: 
 



Ha considerado éste despacho judicial que las demandantes tienen ingresos suficientes, 
de los cuales oficiosamente y no como carga de la parte demandante, se pudo constatar 
con base en los certificados laborales que aportó cada pagador de las demandadas. 
 
En lo que atañe a mi prohijada MARIA ISABEL OSORIO PINEDA, ha de enfatizarse que 
aunque parezca abultado dicho ingreso, de materializarse el decreto de la cautela por 
valor de $350.000°° COP, pasaría a tener una insubsistencia frente a todas las 
obligaciones que actualmente posee. 
 
La señora MARIA ISABEL OSORIO PINEDA, contrario sensu a lo afirmado por la libelista 
en nombre del demandante, jamás ha recibido algún apoyo de su señor padre, quien se 
ha encargado de despilfarrar y desaparecer todo el patrimonio que ha conseguido, entre 
fiestas, alcohol y mujeres, y ha tenido que ayudar a su señora madre, trabajadora 
informal, que vive del día a día. 
 
Es decir lo anterior, que la madre de la codemandada MARIA ISABEL OSORIO PINEDA 
depende exclusivamente de ésta última, pues es la única que tiene un ingreso fijo y que 
les permite sobrellevar todas las deudas contraídas para poder convertir a la 
codemandada en una profesional. 
 
La escuela, el colegio, la universidad y todos los gastos accesorios que se derivan de 
dicho ejercicio (alimentación, cuadernos, fotocopias, carnés, transporte, etc.), la madre de mi 
prohijada, apenas si conseguía el día a día para subsistir entre las 3, mis mandantes y su 
progenitora, por lo que, hubo una sobre-deuda que en la actualidad no han podido 
completamente sufragar, pues es menester ilustrar al despacho que mi mandante apenas 
tiene un empleo fijo desde hace 2 años, es decir, apenas está logrando un punto de 
equilibrio, que permita sufragar todas y cada una de las obligaciones que tiene a su 
cargo. 
 
También, porque se le ha olvidado al demandante afirmar que éste les abandonó cuando 
la señora MARIA ISABEL OSORIO PINEDA no tenía más de 2 años, se olvidó por 
completo de ellas, y se aprovechó de su señora madre, quien además de haberse 
quedado sin nada del patrimonio para el cual aportó, tampoco tuvo jamás una cuota 
alimentaria, un ingreso así fuere esporádico, pues el demandante jamás ha mostrado 
algún interés en sus hijas, y éstas, a su propio esfuerzo, sudor y sangre, en compañía de 
su progenitora, pudieron salir adelante. 
 
Por su parte, la señora MARIA ISABEL OSORIO PINEDA no sólo debe de sufragar los 
gastos propios, del arrendamiento a su cargo, del mercado semanal para poder 
alimentarse, los servicios públicos básicos, y las deudas directas con bancos y personas 
naturales de las cuales debe pagar intereses y el capital adeudado, fruto de los estudios 
profesionales que pudo cursar a fuerza de lidia, sino también los de su señora madre, 
quien pese a haber conseguido recientemente la pensión de 1 smlmv, tenía ya 
comprometido el 95% de la misma en deudas que asumió para con sus hijas, para poder 
salir adelante, que estudiara y se hiciera profesional. 
 
La señora ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA tiene un hijo, actualmente de 
casi 4 años de edad, por quien vive y vela todos los días, aunque no tenga un ingreso 
estable, fijo, o siquiera que le permita sobrellevar los gastos en los que debe incurrir fruto 
del desempleo y de la enfermedad compleja que padece su hijo menor de edad, hace 
oficios varios, básicamente en lo que la puedan emplear diariamente. 
 
Ésta inclusive tiene auxilios y ayudas del gobierno, y gracias a Dios pudo conseguir 
además ayuda judicial, habida cuenta que ordenaron casi la mitad de los tratamientos y 
gastos que requiere su hijo menor de edad, a cargo de la EPS, vía tutela, que se aporta. 



Su hermana, MARIA ISABEL OSORIO PINEDA le ayuda en su casa, para la 
alimentación, transporte, cuidados propios y de su hijo,  pues la cuota alimentaria que 
percibe del padre del menor, es destinada para el pago del arrendamiento donde 
actualmente viven. 
 
Como podemos observar su señoría, y se prueba con suficiencia, contrario sensu a las 
afirmaciones temerarias del demandante, es que mis prohijadas no viven llenas de lujos, 
con una vida ostentosa, sino que viven con lo justo, y entre todas, pues realmente todas 
al haber padecido el abandono del padre, por más de 20 años, y que ahora se aparezca 
como sin nada, es más que una injusticia y un ejercicio abusivo del derecho de acción, 
con la presente acción temeraria. 
 
Prueba de ello su señoría, son las fotografías y videos que se aportan, desde dispositivo 
móvil y a través de investigador privado, tomadas el día 12.10.2023, en el que se puede 
ver que el demandante no es aquél anciano que vive en condiciones mustias, como así lo 
pregona, pues tiene un negocio propio (se reitera a través de terceros), en donde trabaja 
todos los días de forma independiente, con una clientela fija y de muchos años, en el 
parque Liborio, e inclusive por toda la ciudad, es reconocido el taller automotriz de 
electricista denominado “el químico”, quien es justamente el demandante. 
 
Su señoría, no hay causa objetiva que imponga el decreto de la cautela, por las 
siguientes breves razones: 
 

- Aunque es cierto que mi mandante MARIA ISABEL OSORIO PINEDA tiene un 
ingreso estable, y es empleada, no es menos cierto que ésta vive justo con lo que 
percibe, pues tiene a su cargo múltiples obligaciones dinerarias, con las cuales, 
prácticamente, antes de ganarse el sueldo, ya lo tiene todo comprometido. 
 

- Aunque es cierto que el señor HELI de JESUS OSORIO ALZATE tiene más de 70 
años, ello no puede malinterpretarse como una razón para que se pueda presumir 
que no tiene ingresos, o que vive en las pírricas condiciones a las que afirma –pues 
no hay prueba alguna de ello–, pues tiene un oficio de alta demanda, para el que no 
se requiere un titulo profesional, por el que ha vivido y tiene un renombre de más 
de 50 años en el mercado, y que aún continúa ejerciendo, pues se itera, él es 
dueño de tal negocio, a través de terceros. 
 

- Porque el auto que ordenó la medida cautelar, se finca en pruebas ilegítimas, no 
allegadas, y que no son conclusivas ni permiten la inferencia razonable de un 
perjuicio irremediable, así: 
 
El informe técnico socio económico y familiar, no cumple con los estándares 
mínimos del dictamen pericial, de acuerdo al art. 226 y ss del C.G. del P., que será 
objeto de objeción-complementación más adelante. 
 
Sin embargo, para el presente cuestionamiento que nos atañe, no se puede de allí 
avizorar daño o perjuicio inminente que implique el decreto de la cautela, pues no 
hay prueba alguna de ello. 
 
Si observamos el dictamen, solamente se limita a transcribir lo que el demandante 
así ha afirmado a través de su apoderada judicial en el libelo introductorio, 
afirmaciones carentes de pruebas, no hay un contrato de arrendamiento que se 
pueda deducir, no hay facturas de servicios públicos, dice que no trabaja, pero oh 
sorpresa, lo hemos encontrado trabajando toda ésta semana, dice que no hay 
comunicación con sus hijas, pero no dice el motivo, que fue un abandono total, 
amañado y sin cuidado. 



Dice que vive en condiciones de miseria, pero no explica que es dueño de un 
negocio de alta demanda, y muy bien acreditado en el sector de Liborio, en la 
industria automotriz, y donde a éste, se le conoce como “el químico”, y lo buscan 
para todos los temas que sean de electricidad, no sólo a nivel de ciudad, sino 
inclusive a nivel nacional. 
 
Por lo que, dicho dictamen no arroja conclusión alguna, aunque se consigne, con 
la cual se pueda bajo las reglas de la sana crítica y la lógica, decretar una cautela 
para salvaguardar un derecho, por el contrario, se podrían vulnerar derechos en 
caso de dejar ese descuento por nómina a la codemandada, pues allí se estaría 
poniendo en peligro el mínimo vital y móvil de: i) dos mujeres cabeza de hogar, 
madres solteras, ii) un menor de edad, de casi 4 años, iii) una mujer de la tercera 
edad, que no trabaja, y vive de lo que buenamente le apoyan sus hijas. 
 
Siguiendo el hilo conductor, es aún más conclusivo mi argumento por la siguiente 
razón, se le ha requerido infinidad de veces, por parte de su despacho al 
demandante para que aporte el supuesto contrato de arrendamiento, fotografía de 
las facturas, y demás documentos que permitan inferir un gasto, sin que ello haya 
sido hasta ahora aportado. 

 
Su señoría, se puede razonada y razonablemente deducir que no hay en éstos 
momentos un “pobre anciano” que se esté muriendo con lo poco que puede conseguir 
“vendiendo sus herramientas”, o que perciba “de sus amigos”, pues la codemandada que 
no represento ha aceptado que mantiene conversaciones con éste, quien le da mercado, 
inclusive hasta un hogar, y con quien tiene afinidad, además de darle un dinero 
periódicamente, aunque por conveniencia dejó de recibirlo. 
 
Al contrario de mis mandantes, quienes tuvieron que padecer el abandono de su padre, 
quien nunca las quiso, nunca las asistió, nunca les aportó nada más que traumas a su 
niñez, infancia y adolescencia, teniendo que madurar a temprana edad para poder 
sobrevivir en éste mundo con tan reducidas oportunidades, mientras éste señor, quien 
ahora demanda, tenía una casa, tenía una finca, y las despilfarró, le endilgó a la 
progenitora de mis mandantes deudas personales, de créditos, de arrendamientos, de 
servicios públicos, y todo lo sufragaron, aunque éste sólo se interesada en conseguir y 
conseguir dinero para su propio y único beneficio. 
 
Como se advierte, y se prueba más que sumariamente, solicito a su señoría se practique 
una exhibición de documentos –fotografías y videos que se adosan a éste proceso con el 
presente escrito–, para que el demandante, bajo la gravedad de juramento ratifique, o 
tache de falso, si quien aparece en las fotografías es él, o no, si a quien conocen en el 
sector automotriz de Manizales como “el químico”, es él, o no, y si finalmente está tan 
mal como afirma, y no tiene trabajo, porque “no consigue”, entonces qué se encontraba 
haciendo el día de hoy 12.10.2023 en una máquina, en el negocio “el químico” del parque 
Liborio. 
 
La doctrina Constitucional de vanguardia, en materia del decreto de dichas cautelas ha 
dicho: 
 

“c) Cualquiera otra medida que el juez encuentre razonable para la protección del derecho 
objeto del litigio, impedir su infracción o evitar las consecuencias derivadas de la misma, 
prevenir daños, hacer cesar los que se hubieren causado o asegurar la efectividad de la 
pretensión.  
 
“Para decretar la medida cautelar el juez apreciará la legitimación o interés para actuar de las 
partes y la existencia de la amenaza o la vulneración del derecho.  
 



“Así mismo, el juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, como también la 
necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida y, si lo estimare procedente, podrá 
decretar una menos gravosa o diferente de la solicitada. El juez establecerá su alcance, 
determinará su duración y podrá disponer de oficio o a petición de parte la modificación, 
sustitución o cese de la medida cautelar adoptada.  
 
“Cuando se trate de medidas cautelares relacionadas con pretensiones pecuniarias, el 
demandado podrá impedir su práctica o solicitar su levantamiento o modificación mediante la 
prestación de una caución para garantizar el cumplimiento de la eventual sentencia favorable 
al demandante o la indemnización de los perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. No podrá 
prestarse caución cuando las medidas cautelares no estén relacionadas con pretensiones 
económicas o procuren anticipar materialmente el fallo (…)”. (Subrayado fuera del texto) 
(Sentencia STC 15244 del 2019, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil) 

 
Así las cosas, solicito a su señoría se levante la medida cautelar que padece mi 
mandante, la señora MARIA ISABEL OSORIO PINEDA en la cuenta de nómina, de la 
siguiente manera: 
 
De forma principal: Se solicita el levantamiento integral de la cautela, denominada como 
fijación de alimentos provisionales, habida cuenta que no existe causa axiológica alguna 
que permita su decreto. 
 
De forma subsidiaria: Se solicita la regulación de la cuota alimentaria provisional 
decretada por éste despacho, reduciendo el valor, habida cuenta que se está decretando 
como monto en provisionalidad, el mismo que se pretende en la demanda incoada, y que 
ahora mismo afecta el mínimo vital y móvil de mi prohijada, así como de quienes 
dependen económicamente. 
 
En ambos casos, y de conformidad al art. de conformidad al art. 590 ordinal 2° del C.G. 
del P., imponer u ordenar prestar caución a la parte demandante, para eventualmente 
responder por los perjuicios ocasionados por su práctica,  
 
 

III. Objeción y solicitud de COMPLEMENTACION al informe rendido 
denominado “informe técnico socio económico y familiar”: 

 
De acuerdo al art. 226 y ss del C.G. del P., me permito formular OBJECIÓN y solicitud de 
COMPLEMENTACION al dictamen pericial, o “INFORME TECNICO” rendido al 
despacho, con fines de establecer las condiciones socio económicas y familiares del 
demandante, por las siguientes breves razones: 
 
Considera éste judicial, salvo mejor criterio, que el dictamen rendido no cumple con la 
característica de ser exhaustivo, en medida que parte de conjeturas y premisas básicas 
de la demanda, y del dicho del demandante, sin ahondar en información de las 
condiciones verdaderas y reales personales del demandante, si observamos los 
hallazgos, es claro afirmar que la profesional se limitó a “transcribir” lo que el demandante 
le iba narrando, pues no hay prueba alguna, o trabajo de campo realizado que verifique la 
credibilidad del dictamen rendido. 
 
Ello, por cuanto afirma que hay un… ¿arrendamiento que paga con cosas que ha 
vendido y ayuda a amigos…?, de dónde saca dicha conclusión, que estudio o trabajo de 
campo verificó, pues jamás revisó el contrato de arrendamiento, ni las facturas de 
servicios públicos, ¿acaso sabemos si quiera si verdaderamente tiene que asumir dichos 
costos?, ¿cómo arriba a la afirmación de que el demandante ha vendido objetos 
personales?, o ¿Qué su familia, o amigos les han ayudado? 
 



¿Cuál es el fundamento teórico y técnico para afirmar que los gastos del señor 
demandante oscilan en promedio a $1’050.000°° COP mensuales?, o peor aún, bajo qué 
argumento puede afirmar, en las conclusiones del trabajo rendido, que: 
 

“…Las condiciones familiares en que se encuentra el señor HELI DE JESÚS OSORIO 
ALZATE son inadecuadas, considerando su edad como persona mayor adulta con 
padecimientos “graves” en su salud, que le impiden desempeñarse en cualquier actividad 
laboral, toda vez que no cuenta con una persona o red de apoyo familiar cercana que lo asista, 
proteja y esté pendiente de la satisfacción sus necesidades básicas alimenticias que le 
permitan mantener una aceptable calidad de vida.” 

 
Pues, por lo que podemos observar, con base en las pruebas arrimadas, y que 
pretendemos sean exhibidas al demandante para esclarecer la situación, es que él 
verdaderamente si trabaja, tiene un ingreso estable, es más, tiene su propio negocio, y 
hasta ahora él es el único que afirma sus supuestas condiciones mustias, sin prueba 
alguna, ni verificación al menos documental, mucho menos de trabajo de campo, lo cual 
debe de realizarse con suficiencia, y exhaustividad, antes de manifestar tales 
conclusiones, que afectan directamente las resultas del proceso, y la verdadera condición 
del demandante. 
 
Así las cosas, solicito de manera muy comedida y respetuosa, se verifique la objeción, y 
se ordene COMPLEMENTAR, para el día en que se señale fecha y hora de audiencia 
pública, tales inconsistencias en el dictamen rendido, ajustándolo a métodos idóneos y 
que permitan seguridad y confianza al trabajo rendido, más allá de las conjeturas y 
manifestaciones del demandante. 
 
Recordemos, nadie puede hacer de su dicho, su propia prueba. 
 
 

PETITUM: 
 
PRIMERA PRINCIPAL: Declarar probada y próspera la excepción previa propuesta de 
"INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE LOS REQUISITOS FORMALES" (art. 
100, ord. 5°, del C.G. del P., excepción previa). 
 
SEGUNDA PRINCIPAL: Ordenar el archivo definitivo de las actuaciones adelantadas y 
seguidas en el proceso verbal sumario por FIJACION DE CUOTA ALIMENTARIA en 
favor de MAYOR DE EDAD promovida por el señor HELI DE JESUS OSORIO 
ALZATE. 
 
TERCERA PRINCIPAL: Devolver la demanda a la parte actora, con sus anexos, sin 
necesidad de desglose, ordenando el levantamiento de las medidas cautelares 
decretadas. 
 
CUARTA PRINCIPAL: Dar trámite a la objeción del dictamen rendido por la trabajadora 
social, dentro del denominado “INFORME TECNICO SOCIO ECONOMICO y FAMILIAR”, 
y ordenar su complementación. 
 
QUINTA PRINCIPAL: Condenar en costas y perjuicios procesales a la parte demandante 
a favor de mi mandante. 
 
SEXTA PRINCIPAL: ORDENAR el levantamiento de las medidas cautelares decretadas 
en contra de la señora MARIA ISABEL OSORIO PINEDA. 
 
 



MEDIOS de PRUEBA: 
 
Solicito tener como tales toda la actuación procesal del proceso principal, especialmente: 
el poder con que se inició la acción, el libelo de demanda, las notificaciones, los 
documentos allegados con la demanda y su contestación, su mismo texto, y 
especialmente los documentos aportados por el suscrito apoderado en el presente 
escrito, fotos, videos del señor demandante trabajando. 
 
 

FUNDAMENTOS de DERECHO: 
 
Arts. 82, 83, 100 y ss. del C.G. del P., y en las demás normas vigentes y aplicables al 
asunto objeto de debate. 
 
 

DIRECCIONES para NOTIFICACIONES y/o CITACIONES: 
 
Ya están aportadas. 
 
Como siempre, y en espera de una pronta y favorable respuesta, me suscribo de Usted, 
con todo respeto y consideración. 
  

 
JUAN JOSÉ MARÍN SÁNCHEZ 
C.C. 1.002’547.658 
T.P. de abogado 398452 del C.S. de la J. 
Email: juanjomarins126@hotmail.es 
Celular: 3113472038 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO 

Manizales, noviembre treinta (30) de dos mil veintidós (2022) 
Radicado: 17001-40-03-005-2022-00578-02 

Sentencia No. 187 
 

 
I.  OBJETO DE LA DECISIÓN 
            
Se procede a resolver la impugnación interpuesta por la Directora de Oficina de la EPS 
SANITAS, frente a la sentencia del 18 de octubre de 2022, proferida por el Juzgado Quinto 
Civil Municipal de Manizales - Caldas, dentro de la acción de tutela interpuesta por la 
señora ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA, actuando en calidad de agente 
oficiosa del menor FELIPE CARRILLO OSORIO en contra de la entidad impugnante.  
 
II.  ANTECEDENTES 
 
2.1 Se dio a conocer que el menor representado por su progenitora cuenta con 4 años 
de edad, se encuentra afiliado bajo el régimen subsidiado a la entidad EPS SANITAS, fue 
diagnosticado con “TRASTORNO GENERALIZADO DEL DESARROLLO, HIPOTONIA GLOBAL 

MODERADA y TRASTORNO DEL LENGUAJE EXPRESIVO (DX CRÓNICO)”, motivo por el 
cual, y debido a las patologías que padece, fue remitido para tratar en debida forma su 
afectación al “PLAN DE REHABILITACIÓN DE FORMA INTEGRAL, REGULAR Y CON 
ENFOQUE A NEURODESARROLLO EN EL SITIO DONDE RECIBE LAS TERAPIAS 
ACTUALMENTE CON TERAPIA FISICA OCUPACIONAL Y DEL LENGUAJE TRES VECES POR 
SEMANA Y SE INSISTE EN LA REGULARIDAD DE TODAS LAS TERAPIAS, PUES SE HA 
EVIDENCIADO QUE AL DISMINUIR SU FRECUENCIA HAY DETERIORO 

COMPORTAMENTAL”; también tiene citas de control y seguimiento ordenadas para el 
presente mes las cuales no se le han asignado, tales como: CONTROL Y SEGUIMIENTO 
CON GENETISTA, ESTUDIO MOLECULAR DE GENES (ESPECIFICOS) CONTROL Y 
SEGUIMIENTO CON NEUROPEDIATRIA, CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PSIQUITRIA, 
CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PSICOLOGIA, CONTROL Y SEGUIMIENTO POR 
DERMATOLOGIA, CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PEDIATRIA  
 
Consideró que dado a la regularidad de las consultas y terapias de su hijo tuvo que salirse 
de trabajar, pues es imposible que la acepten en un trabajo en el que pueda faltar más de 
tres días a la semana por llevar a su hijo a terapias o consultas de control y seguimiento, 
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por ende, no cuenta con los recursos económicos suficientes para sufragar los gastos que 
requiere su hijo día a día para asistir a sus terapias. Aclaro que tanto ella como su hijo, se 
encuentran viviendo solos, que no cuentan con ningún subsidio del gobierno que les pueda 
ayudar, asimismo, manifiesta que sus gastos mensuales ascienden a $1’120.000. 
 
Expuso que su hijo es sujeto de especial protección constitucional dado su diagnóstico y 
requiere una atención prioritaria y continua, en el que esté incluida transporte interurbano 
para poder acceder efectivamente a los servicios de salud, manifestó que hay días en los 
que no cuenta con dinero suficiente para llevarlo a las terapias. 
 
Por lo anterior, pretende se tutelen sus derechos fundamentales y, en consecuencia, se 
ordene a la EPS SANITAS para que de manera urgente y para evitar un perjuicio 
irremediable, autorice, programe y ejecute las CITAS DE CONTROL Y SEGUIMIENTO CON 
GENETISTA, ESTUDIO MOLECULAR DE GENES (ESPECÍFICOS), CONTROL Y 
SEGUIMIENTO CON NEUROPEDIATRÍA, CITA DE CONTROL Y SEGUIMIENTO CON 
PSIQUIATRÍA, CITA DE CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PSICOLOGÍA, CONTROL POR 

DERMATOLOGÍA CON RESULTADOS, CONTROL Y SEGUIMIENTO POR PEDIATRÍA, 
asimismo, se ordene a la EPS SANITAS que de forma inmediata autorice la entrega 
efectiva de los viáticos de traslado interurbano, cuyo cubrimiento sea del ciento por ciento 
de los viáticos, sea intermunicipal y a otra ciudad, garantizando estadía, alimentación y 
todo lo que ellos implique para un acompañante y para el niño agenciado. 
 
Finalmente, se ordene a la EPS SANITAS a garantizar el tratamiento integral que requiera 
su hijo con ocasión a su diagnóstico.1 
 
2.2. Actuación procesal.  
 
2.2.1. La acción de tutela se admitió mediante auto del 5 de octubre de 2022, se ordenó la 
notificación a las partes y vinculado, otorgándoles un el término de dos (2) días para ejercer 
su derecho de contradicción y defensa, decretó las pruebas que considero pertinentes, así 
como la medida provisional solicitada.2 
 
2.2.2. La EPS Sanitas, se pronunció a través de la Directora de Oficina, indicando en cuanto 
a la medida provisional decretada por la a-quo, que se generó autorización para los traslados 
urbanos y se le informó al proveedor para la prestación de servicio. Asimismo, indico que el 
niño Felipe Carrillo Osorio, se encuentra afiliado a la EPS SANITAS, como beneficiario 
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amparado de su madre la señora ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA, en el 
régimen subsidiado grupo de Sisbén 4. 
 
Expreso que el diagnóstico clínico del niño es OTROS TRASTORNOS GENERALIZADOS DEL 

DESARROLLO, y que se le ha autorizado CONSULTA DE CONTROL POR NEUROLOGÍA 
PEDIÁTRICA, ECOGRAFÍA DE TEJIDOS BLANDOS EN LAS EXTREMIDADES INFERIORES CON 
TRANSDUCTOR DE 7MHZ O MÁS, CONSULTA DE CONTROL POR GENÉTICA MÉDICA, 
EXAMEN SECUENCIACIÓN, CONSULTA DE PRIMERA VEZ POR DERMATOLOGÍA, TERAPIA 

FÍSICA INTEGRAL CON ÉNFASIS EN NEURODESARROLLO, así las cosas, indico que la EPS 
le ha brindado al usuario todas las prestaciones medico asistenciales que ha requerido debido 
a su estado de salud a través de un equipo multidisciplinario, y acorde con las respectivas 
órdenes médicas emitidas por sus médicos tratantes. 
 
Informó que, además del cumplimiento a la medida previa, que el estudio genético ya fue 
autorizado y respecto a la programación de la toma de la muestra la coordinación del 
laboratorio informa que la solicitud del examen del usuario está en trámite en el DRIVE de 
pruebas moleculares del mes de octubre para su gestión y fines pertinentes, inmediatamente 
les envíen las autorizaciones se comunicaran con la madre a sus números de teléfono. Indico 
que la consulta de control de genetista ya fue autorizada, sin embargo, no se puede programar 
la consulta, pues se está a la espera de la toma de muestra. Adicionalmente que, la consulta 
de control por neurología pediátrica ya fue autorizada y fue valorado el 11 de agosto de 2022 
y el médico le solicitó control en 4 meses, respecto a la consulta con psiquiatría pediátrica 
cuenta con autorización y se le asignó para el 12 de octubre de 2022, la cita con psicología 
se generó autorización y se programó la cita para el 13 de octubre de 2022, la cita con 
dermatología se programó la cita para el día 18 de octubre de 2022, respecto a la cita con 
pediatría indicó que el niño fue valorado el 11 de agosto de 2022 y se le solicitó control en 6 
meses. 
 
Ahora bien, frente a los viáticos expreso que no hay orden médica que conlleve a prestar un 
servicio fuera de la ciudad y que dicha situación fue confirmada con la accionante. 
 
Por otro parte, indico que si bien es cierto que en virtud de la medida provisional, la EPS 
accionada prestó el servicio de transporte, es pertinente resaltar que esta solicitud de 
transporte urbano para asistencia a citas, se establece que no existe entre los contenidos del 
plan obligatorio de salud ninguna norma que haya definido un transporte especial para 
discapacitados o transporte para asistir a sus consultas médicas, las mismas que vienen 
siendo suministradas por la EPS SANITAS en la IPS de la red de apoyo, tampoco se ha 
establecido aún que las EPS del sistema general de seguridad social deba prestar el servicio 
de asistencia para la asistencia a citas médicas o al servicio de urgencias. Así las cosas, 
indican que frente a la pretensión de que se autorice transporte para asistir a citas y terapias, 
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la EPS SANITAS ha realizado todas las gestiones pertinentes para garantizar el suministro 
de los servicios médicos requeridos para el usuario quien, además, no cuenta con una orden 
medica de prestador adscrito a la EPS, que haya ordenado el servicio de transporte, por lo 
cual la EPS no ha vulnerado o amenazado sus derechos fundamentales.  
 
Adicionalmente, indicó que la EPS SANITAS el 06 de octubre de 2022 estableció 
comunicación telefónica con la señora Elizabeth Osorio en el número celular 3158092210, 
quien refiere tener terapias los días martes y jueves desde las 3 pm hasta las 6 pm en la IPS 
FUNDACIÓN IPS UNIVERSIDAD AUTONOMA DE MANIZALES y cita para ecografía el 
Martes 11 de octubre de 2022 a las 8:30 am en DIAGNOSTIMED, que en ese sentido EPS 
SANITAS procedió a generar aprobación del servicio de transporte urbano para cada uno de 
los traslados, y asimismo, indico que le explicaron a la accionante el proceso de solicitud de 
los traslados para cuando lo requiera nuevamente. 
 
Finalmente, solicitó declarar la improcedencia de la acción constitucional impetrada por la cual 
se configuró la carencia actual de objeto por hecho superado.3 
 
2.2.3. La Pediatra Elizabeth Patiño Osorio vinculada a esta acción constitucional, aclaró que, 
dado los diagnósticos del infante de TRASTORNO GENERALIZADO DEL DESARROLLO, 
HIPOTONÍA GLOBALMODERADA y TRASTORNO DEL LENGUAJE EXPRESIVO (DX 
CRÓNICO), el menor si necesita traslado en vehículo especial que brinde la seguridad y las 
comodidades para el mismo, llámese ambulancia y otro, con su respectivo acompañante para 
sus citas de control, seguimiento y terapias respectivas.4 
 
2.3. Sentencia. 
 
2.3.1. Una vez analizadas las respuestas y las pruebas documentales allegadas al 
expediente, por parte de la accionante, la entidad accionada y la pediatra vinculada, el 
Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales, decidió: tutelar el derecho fundamental a la 
Salud reclamado en favor del menor Felipe Carrillo Osorio, declaró la carencia actual de 
objeto por hecho superado, ordenó a la EPS Sanitas continúe autorizando y suministrando 
el reconocimiento de viáticos y/o gastos de traslado para el agenciado y su acompañante 
a las citas y terapias que requiera en la ciudad de Manizales o el lugar donde disponga la 
EPS para el tratamiento y atención de las patologías “Trastorno Generalizado del Desarrollo, 

Hipotonía Global Moderada y Trastorno del Lenguaje Expresivo (DX Crónico)”, con no menos de 
tres días de antelación a la fecha de materialización del servicio; también dispuso que 
cuando el agenciado requiera desplazarse a otro municipio para la atención de sus 

                                                 
3 Archivo No. 06 C01PrimeraInstancia 
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patologías, la EPS Sanitas realizará la autorización de los gastos de alimentación y 
hospedaje para el agenciado y su acompañante, por el término que el médico tratante 
estime necesaria su permanencia, siempre y cuando se verifique la obligatoriedad de 
pernoctar por fuera de su municipio de residencia.  
 
La a-quo consideró que el derecho fundamental a la salud, según la Ley Estatutaria 1751 
de 2015, se rige, entre otros, por el principio de accesibilidad, el cual implica garantizar al 
accionante el acceso físico a los servicios de salud prescritos por sus médicos tratantes y 
autorizados por su EPS. Es así como el ordenamiento jurídico ha admitido que exista un 
Plan de Beneficios en Salud (PBS) que contemple una serie de servicios, medicamentos e 
insumos, que deben ser garantizados por las E.P.S., y, por otra parte, existen ciertos 
medicamentos, insumos y servicios que, en principio, se encuentran excluidos del PBS, 
pero que deben ser suministrados por las Entidades Promotoras de Salud en determinadas 
circunstancias.  
 
Por consiguiente, la autorización del servicio de transporte y viáticos solicitado por el 
accionante “en tanto (…) no se encuentra excluido del Plan de Beneficios en Salud, debe 

entenderse incluido”, por cuanto se cumplen los requisitos establecidos jurisprudencialmente 
para acceder al servicio de transporte aun cuando no se cumplan los requisitos previstos 
en la Resolución 5857 de 2018 debido a que: (i) El servicio fue autorizado directamente 
por las EPS a la cual se encuentra afiliado el accionante, remitiéndolo a un prestador de 
un municipio distinto de su residencia. (ii) Ni el paciente ni sus familiares cercanos tiene los 
recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado. (iii) De no efectuarse la 
remisión se pone en riesgo su salud, debido a que se encuentra bajo constante supervisión 
médica por su patología. 
 
Asimismo, en el ordinal cuarto de la providencia impugnada, ordenó a la EPS SANITAS el 
suministro del tratamiento integral con ocasión a los diagnósticos “Trastorno Generalizado 

del Desarrollo, Hipotonía Global Moderada y Trastorno del Lenguaje Expresivo (DX Crónico)”, del 
agenciado, lo anterior, al considerar que en estos casos debe precisar el diagnóstico que 
el médico tratante estableció respecto al accionante y frente al cual recae 
la orden del tratamiento integral. Lo dicho teniendo en consideración que no resulta posible 
dictar órdenes indeterminadas ni reconocer prestaciones futuras e inciertas; lo contrario 
implicaría presumir la mala fe de la EPS en relación con el cumplimiento de sus deberes y 
las obligaciones con sus afiliados, en contradicción del artículo 83 Superior.5 
 
2.4. Impugnación 
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Inconforme con lo decidido, la EPS SANITAS allegó escrito de impugnación, exponiendo, en 
síntesis, seis puntos de inconformidad, de los cuales se destaca que de concederse la acción 
de tutela y ordenar a Sanitas EPS el suministro de servicios que no están ordenados por los 
médicos tratantes de la accionante quienes cuentan con la idoneidad y el conocimiento 
médico para determinar si los pacientes requieren o no un servicio médico, se estaría 
vulnerando el principio de autonomía médica que señala la Ley 1438 de 2011 en su artículo 
105; sobre este aspecto fundamento su oposición en el sentido que la entidad accionada le 
ha brindado al usuario FELIPE CARRILLO OSORIO, todas las prestaciones médico - 
asistenciales que ha requerido debido a su estado de salud, a través de un equipo 
multidisciplinario, y acorde con las respectivas órdenes médicas emitidas por sus médicos 
tratantes. Solicitando que se declare improcedente la tutela en lo que se refiere al cubrimiento 
de alimentación, hospedaje para el acompañante es preciso indicar que tal pretensión excede 
las coberturas del Plan de beneficios de Salud. 
 
En la medida en que los servicios de transportes y viáticos no corresponden al ámbito de la 
salud no es procedente la autorización de estos servicios por vía de tutela.  
 
Respecto al tratamiento integral, consideró no resulta procedente, sin la respectiva 
prescripción médica que denote la formulación del mismo, es claro que, en el presente caso, 
siendo que NO existe orden médica expedida por un médico ADSCRITO a esta entidad, no 
se cumple con los requisitos constitucionales para el otorgamiento del tratamiento integral y 
por lo tanto no es procedente que el Juez de tutela, sin ser experto en medicina imparta una 
orden en tal sentido. 
 
Por lo anterior, solicitó declarar la improcedencia de la tutela, se deniegue la pretensión del 
suministro de transporte y gastos de traslado para el acompañante hasta que se cuente con 
orden o prescripción médica y por ultimo ordenar de forma expresa a la Administradora 
ADRES y/o Ministerio de la Protección Social el reembolso del 100% del mismo y demás 
dineros que por coberturas fuera del plan de beneficios en salud, como lo transporte, viáticos, 
alimentación y tratamiento integral, deba asumir la EPS, en cumplimiento del fallo.6 
 
III.  CONSIDERACIONES 
 
3.1. Problema Jurídico.  
 
Estando las cosas tal y como se han venido planteando en el curso de este fallo, 
corresponde determinar al Despacho: ¿Debe o no confirmarse o revocarse la sentencia 
proferida el 18 de octubre de 2022, por el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales,  
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mediante la cual se dispuso tutelar el derecho a la salud, ordenó el reconocimiento de 
viáticos y/o gastos de traslado para el accionante y su acompañante a las citas y terapias 
requeridas en Manizales o el lugar donde disponga la EPS y otorgar el tratamiento  integral 
al menor Felipe Carrillo Osorio? 
  
Entonces, para responder a dicho interrogante se examinará lo concerniente a la acción 
de tutela, el derecho a la salud; finalmente, se analizará el caso concreto.  
 
3.2.   La acción de tutela. 
 
La acción de tutela es un mecanismo judicial de carácter excepcional breve y sumario que 
permite la protección constitucional de derechos fundamentales, cuando quiera que estos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad o de un 
particular, y cuando no se disponga para el efecto de otros medios de defensa judicial. 
 
La acción de tutela sólo procederá entonces cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial para la protección de sus derechos, salvo que se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Por su parte, el numeral 1° del 
artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 establece que la acción tuitiva no será procedente 
cuando existan “otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”; también indica que la existencia de 
dichos medios “…será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en 

que se encuentra el solicitante”.  
 
El mecanismo de tutela busca determinar entonces si existe una acción u omisión por 
parte del ente accionado que esté afectando derechos de índole fundamental de la parte 
actora, pues de lo contrario aquella no estaría llamada a responder por tales sucesos.  
 
3.3. Derecho fundamental a la salud.  
 
El derecho a la salud es catalogado como fundamental debido al reconocimiento progresivo 
que le otorgó la jurisprudencia constitucional y que a la postre terminó con la expedición 
de la Ley 1751 de 2015, cuyo artículo 2º lo define como “autónomo e irrenunciable en lo individual 

y en lo colectivo”. Asimismo, según dicha norma, este derecho comprende el acceso a los 
servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el 
mejoramiento y la promoción de la salud.  
 
En síntesis, “…el derecho fundamental a la salud integra tanto la obligación del Estado de asegurar la 

prestación eficiente y universal de un servicio público de salud que permita a todas las personas preservar, 
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recuperar o mejorar su salud física y mental, como la posibilidad de hacer exigible por vía de tutela tales 
prestaciones para garantizar el desarrollo pleno y digno del proyecto de vida de cada persona.”7 
 
3.4.  Caso concreto.  
 
Verifica el Despacho que los argumentos expuestos por la EPS Sanitas, en pro de lograr 
la revocatoria del reconocimiento de viáticos y/o gastos de traslado y del tratamiento 
integral ordenado, no podrán salir avante, pues ello implicaría estar en contraposición con 
la Ley Estatutaria que regula el derecho fundamental a la salud y abundante jurisprudencia 
constitucional sobre la materia.  
 
3.4.1 El derecho a la salud es catalogado como fundamental debido al reconocimiento 
progresivo que le otorgó la jurisprudencia constitucional y que a la postre terminó con la 
expedición de la Ley 1751 de 2015, cuyo artículo 2º lo define como “autónomo e irrenunciable 

en lo individual y en lo colectivo”. Asimismo, según dicha norma, este derecho comprende el 
acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la 
preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud. En síntesis, “…el derecho 

fundamental a la salud integra tanto la obligación del Estado de asegurar la prestación eficiente y universal 
de un servicio público de salud que permita a todas las personas preservar, recuperar o mejorar su salud 
física y mental, como la posibilidad de hacer exigible por vía de tutela tales prestaciones para garantizar el 
desarrollo pleno y digno del proyecto de vida de cada persona.”8 
 
Es importante resaltar que la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional, en sentencia T 
– 081 de 2019, recordó los elementos axiológicos que se deben constatar para que el juez 
de tutela pueda ordenar la protección de este derecho al tratamiento integral, como 
componente del derecho fundamental a la salud. En dicha oportunidad sostuvo que “…las 
entidades encargadas de la prestación del servicio de salud deben autorizar, practicar y entregar los 
medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles y seguimientos que el médico 
considere indispensables para tratar las patologías de un paciente, “(…) sin que les sea posible 
fraccionarlos, separarlos, o elegir alternativamente cuáles de ellos aprueba en razón del interés económico 
que representan”. 
  
También expuso que el principio de integralidad “…no puede entenderse solo de manera abstracta” 
por lo que “…para que un juez de tutela ordene el tratamiento integral a un paciente, debe verificarse 

(i) que la EPS haya actuado con negligencia en la prestación del servicio como ocurre, por ejemplo, cuando 
demora de manera injustificada el suministro de medicamentos, la programación de procedimientos 
quirúrgicos o la realización de tratamientos dirigidos a obtener su rehabilitación, poniendo así en riesgo la 
salud de la persona, prolongando su sufrimiento físico o emocional, y generando complicaciones, daños 
permanentes e incluso su muerte; y (ii) que existan las órdenes correspondientes, emitidas por el médico, 

especificando los servicios que necesita el paciente.” (Negrillas fuera del texto original).  

                                                 
7 Sentencia T – 171 de 2018.  
8 Sentencia T – 171 de 2018.  
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Concluye diciendo que “…cuando se acrediten estas dos circunstancias, el juez constitucional debe 

ordenar a la EPS encargada la autorización y entrega ininterrumpida, completa, diligente y oportuna 

de los servicios médicos necesarios que el médico tratante prescriba para que el paciente 

restablezca su salud y mantenga una vida en condiciones dignas. Esto con el fin de garantizar la 
continuidad en el servicio y evitar la presentación constante de acciones de tutela por cada procedimiento 

que se dictamine” (Negrillas fuera del texto original). 
 
Como se observa, la jurisprudencia citada de ninguna forma limita el actuar del juez 
constitucional cuando debe emitir órdenes dirigidas a las E.P.S. en pro de garantizar el 
tratamiento integral (art. 8º, Ley 1751 de 2015), sino que por el contrario ha establecido la 
necesidad de acreditar unos supuestos fácticos que fundamentan el deber del operador 
judicial en ordenar la aplicación efectiva de este derecho, y que consistente, básicamente, 
en verificar una actitud negligente por parte de la entidad de aseguramiento en la 
prestación del servicio de salud y la existencia de órdenes provenientes de galenos 
tratantes determinando los insumos o garantías que necesita el paciente para el 
restablecimiento de la salud.  
 
Los requisitos pregonados por la jurisprudencia constitucional fueron acreditados dentro 
del caso sub judice, pues se constató la existencia de un diagnóstico que implicaba, según 
los galenos tratantes, la realización oportuna de citas de control y seguimiento con varias 
especialidades médicas y terapias, para lo cual requiere el desplazamiento continuo, 
máxime teniendo en cuenta la condición especial del paciente por ser un menor de edad a 
quien el marco jurídico constitucional le garantiza una protección especial. 
 
Entonces, el retardo en la práctica de los servicios requeridos quedó totalmente 
demostrado, circunstancia que ha interrumpido el tratamiento que requiere el actor para el 
manejo de su patología, y, por consiguiente, se encuentra autorizada la concesión del 
tratamiento integral tal y como lo dispuso el a quo.  
 
Ahora, si adoptar una orden de integralidad se traduce en pronunciarse frente a supuestos 
fácticos inciertos, ello sería permitir que no se dé aplicación a lo reglado por el artículo 23 
del Decreto 2591 de 1991, el cual disciplina las modalidades en que el juez de tutela puede 
proferir una orden encaminada a proteger los derechos fundamentales vulnerados, y en el 
cual se le faculta para ordenar la “inmediata cesación” de la conducta, actuación material o 
amenaza respectiva, así como lo necesario “…para evitar toda nueva violación o amenaza, 

perturbación o restricción”.  
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Precisamente, cuando se concede la integralidad del servicio se busca garantizar la 
protección efectiva del artículo 8º de la Ley 1751 de 2015, y así evitar nuevas violaciones 
o amenazas frente al derecho fundamental a la salud del paciente.  
 
En todo caso, debe resaltarse que la orden emitida por el a quo goza de total precisión, 
habida cuenta que se puntualizó que el tratamiento integral sería otorgado respecto de la 
patología “Trastorno Generalizado del Desarrollo, Hipotonía Global Moderada y Trastorno del 

Lenguaje Expresivo (DX Crónico) “que padece el menor Felipe Carrillo Osorio, conforme a la 
Historia Clínica que fue allegada al expediente.  
 

Ahora, resulta incuestionable que los usuarios eventualmente pueden requerir de otro tipo 
de tratamientos, medicamentos, procedimientos o exámenes, y la potestad para ordenarlos 
está en cabeza de los galenos tratantes, de los cuales salen de la esfera del conocimiento 
del juez constitucional. Empero, ello no es óbice para que por vía de tutela se conceda el 
tratamiento integral, pues lo que se busca es prevenir que la entidad nuevamente incurra 
en las circunstancias que dieron origen al amparo, y de ese modo, evitar la interposición 
de otras acciones de tutela cada vez que se presente un hecho generador de una 
vulneración de derechos fundamentales. 
 
De acuerdo con lo anteriormente expuesto, debe reiterarse que la protección de derechos 
a través de la figura del tratamiento integral es más que necesaria en todos los casos donde 
se compruebe el actuar inapropiado de la E.P.S para atender a sus pacientes, toda vez 
que con ello se entorpece la continuidad en la prestación del servicio de salud, misma 
característica fundamental de este principio. 
 
Además, es menester resaltar que la integralidad en la atención de salud obedece a un 
derecho que no solo ha sido reconocido jurisprudencialmente, sino que también tiene su 
fundamento en la Ley 1751 de 2015, que específicamente en su artículo 8º señala que los 
servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para 
prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o 
condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el 
legislador; y que además, en los casos en los que exista duda sobre el alcance de un 
servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende 
todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad 
específica de salud diagnosticada. 
 
De acuerdo con esta breve exposición, es claro que la atención médica que recibe el actor 
no puede verse interrumpida o parcializada por el comportamiento asumido por la entidad 
accionada, pues debe prevalecer el hecho de que la falta de práctica oportuna del servicio 



Sentencia de tutela en segunda instancia 
Accionante: Elizabeth del Socorro Osorio Pineda  

En calidad de Agente Oficiosa del Niño F.C.O. 
Accionada: EPS Sanitas.  

Radicado No. 17001-40-03-005-2022-00578-02 

 

11 

 

requerido atenta contra la posibilidad de obtener una recuperación oportuna de sus 
condiciones físicas y sobre todo contra su derecho fundamental a la salud. 
 
Las anteriores consideraciones permiten concluir que la atención médica que prestan las 
E.P.S. debe ser en todos los casos, integral, completa e ininterrumpida, razón por la cual 
la orden de integralidad impuesta por el a quo es acertada, por lo que deberá mantenerse 
incólume. 
  
3.4.2. En lo concerniente a los gastos de transporte otorgados por la a quo, considera este 
Despacho que dicha determinación es pertinente para el caso sub examine y conforme a 
la situación de vulnerabilidad en la que se encuentra el menor Felipe Carrillo Osorio. 
 
Si bien la EPS accionada autorizó una serie de citas con especialistas y sus controles 
posteriores, no puede dejarse de lado por parte de EPS Sanitas que la progenitora 
accionante carece de los recursos suficientes para el desplazamiento con su menor hijo, a 
atender las diferentes citas y exámenes ordenados por los médicos tratantes para el 
tratamiento de su patología, debe precisarse entonces que la orden del juzgado de primera 
instancia operará cuando ello así se verifique.  
 
Al tratarse de un sujeto de especial protección constitucional, y al haberse demostrado la 
tardanza en la atención y hasta la perdida de citas de control del accionante y que el mismo 
con cuenta con la capacidad económica de soportar la carga que implica el desplazamiento 
desde la vereda de residencia a la ciudad de Manizales u otro Municipio, para la práctica 
de la valoración médica constante y procedimientos médicos que requiera el accionante, 
el juez puede adoptar medidas que eviten nuevas restricciones a derechos fundamentales.  
 
Precisamente cuando se ordena a la accionada a garantizar los gastos de transporte 
cuando se den los supuestos del parágrafo del artículo 122 de la Resolución No. 2481 de 
2020 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, se está adoptando una 
protección adicional para el paciente en aras de evitar nuevas interrupciones en el 
desarrollo de su tratamiento médico. 
 
Tales medidas de recaudo, aplicables exclusivamente al caso sub examine, se encuentran 
autorizadas por el artículo 23 del Decreto 2591 de 1991 el cual disciplina las modalidades 
en que el juez de tutela puede proferir una orden encaminada a proteger los derechos 
fundamentales vulnerados, y en el cual se le faculta para ordenar la “inmediata cesación” de 
la conducta, actuación material o amenaza respectiva, así como lo necesario “…para evitar 

toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción”.  
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Precisamente, la orden confutada busca garantizar el acceso oportuno y eficaz a los 
servicios de salud que requiera el promotor del amparo, y, sobre todo, evitar nuevas 
violaciones o amenazas frente al derecho fundamental a la salud del paciente. 
 
Ahora, tal recaudo, como se explicó anteriormente, será aplicable cuando se den los 
supuestos del parágrafo del artículo 122 de la de la Resolución No. 2481 de 2020 expedida 
por el Ministerio de Salud y Protección Social, que textualmente reza: 
 
Artículo 122. Transporte del paciente ambulatorio. El servicio de transporte en un medio diferente a la 
ambulancia para acceder a una atención financiada con recursos de la UPC, no disponible en el lugar de 
residencia del afiliado, será financiado en los municipios o corregimientos con la prima adicional para zona 
especial por dispersión geográfica.  
 
Parágrafo. Las EPS o las entidades que hagan sus veces, igualmente deberán pagar el transporte del 
paciente ambulatorio cuando el usuario deba trasladarse a un municipio distinto al de su residencia. para 
recibir los servicios mencionados en el artículo 10 de este acto administrativo. o cuando existiendo estos 
en su municipio de residencia, la EPS o la entidad que haga sus veces, no los hubiere tenido en cuenta 
para la conformación de su red de servicios. Esto aplica independientemente de si en el municipio la EPS 
o la entidad que haga sus veces, recibe o no una UPC diferencial”.  
 

Según lo explicado en sentencia T – 259 de 2019, el artículo 6° de la Ley 1751 de 2015 
contempla que los servicios y tecnologías de salud deben ser accesibles a todos, en 
condiciones de igualdad, dentro del respeto a las especificidades de los diversos grupos 
vulnerables y al pluralismo cultural, entendiendo la accesibilidad como no discriminación, 
accesibilidad física, asequibilidad económica y el acceso a la información. Por lo tanto, “…el 
transporte y los viáticos requeridos para asistir a los servicios de salud prescritos por los médicos tratantes, 
si bien no constituyen servicios médicos lo cierto es que sí constituyen elementos de acceso efectivo en 
condiciones dignas.” 
 
Este aspecto también permite sustentar la necesidad de que el paciente se desplace a 
otras localidades acompañada de un tercero, ya que es un menor de edad que debido a 
su diagnóstico médico se encuentra en situación de vulnerabilidad, por ende, requiere de 
un cuidado superior.  En sentencia T – 387 de 2018 la H. Corte Constitucional reiteró que 
esta clase de pacientes merecen especial protección constitucional debido a su estado de 
mayor vulnerabilidad y debilidad manifiesta. De ahí que esta población tenga derecho a 
una “…protección reforzada por parte del Estado, la cual se traduce en el deber de brindarles acceso sin 

obstáculos y al oportuno tratamiento integral para la atención de su patología” aspectos que con 
claridad justifican dicha medida adicional de protección.  
 
3.4.3 Finalmente, considera el Despacho que las discusiones en torno a la eventual facultad 
de recobro en cabeza de Sanitas E.P.S. no es un tema que corresponda ser dilucidado al 
interior del trámite constitucional de tutela, pues el mismo está al margen de la finalidad 
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principal de este que es estudiar la posible lesión de los derechos fundamentales de las 
personas y emitir órdenes tendientes a lograr su protección inmediata y eficaz.  
 
Entonces, independientemente de que a la fecha exista una reglamentación especial sobre la 
materia expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, lo cierto es que, tal y como lo 
ha reiterado este juzgado en diversas oportunidades, el fallo de tutela no debe abordar, 
esclarecer, resolver o indicar directivas sobre discusiones de índole administrativo referentes 
a desembolsos entre entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social, pues, 
además de no corresponder a un debate referido a la protección de garantías fundamentales, 
son asuntos que, si es del caso, deberán ser definidos por tales entes conforme a los 
trámites a que haya lugar. 
 
Por ello, si es su propósito, las entidades interesadas deberán acudir a los procedimientos 
establecidos y existentes para tales menesteres, a efectos de dilucidar los asuntos 
concernientes a dicho tema, lo que evidencia que el juez constitucional se encuentre 
apartado de problemáticas que escapan del debate central de protección de derechos 
fundamentales. 
 
Nótese que el artículo 1º del Decreto 2591 de 1991 establece que la finalidad de la acción 
de tutela es solicitar la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales de las personas; por su parte, el canon 29 ibídem contempla que el fallo 
que se adopte al interior de este trámite debe contener, entre otros aspectos, la 
determinación del derecho tutelado, la orden y la definición precisa de la conducta a cumplir 
con el fin de hacer efectiva la tutela, entendiéndose esto último como las medidas que se 
adoptarán para proteger las garantías fundamentales cuya protección se invoca, por lo que 
aquellos asuntos no revestidos de dicha característica no deben conformar la decisión que 
culmina este trámite sumario.  
 
En otras palabras, no se trata de afirmar que a dichos entes les esté vedado ejercitar los 
procedimientos administrativos que consideren aplicables, sino de resaltar que al juez de 
tutela no le corresponde conminarlos para promoverlos, pues, se reitera, tal determinación 
no se encuentra prevista como un tópico que deba incluirse en la sentencia de tutela, según 
las voces del Decreto 2591 de 1991.  
 
Y no sobra advertir que la incursión por parte del juez constitucional en esta clase de 
asuntos podría originar la posibilidad para que las E.P.S. solicitasen el pago indebido de 
recursos que eventualmente ya estarían solventados a raíz de las relaciones 
administrativas existentes con la Administradora de los Recursos del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud -ADRES, de ahí que se insista en circunscribir el estudio en 
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sede constitucional a la protección de los derechos fundamentales de las personas y las 
medidas efectivas para lograr dicho propósito. 
 
Por lo anterior, no habrá lugar a modificar o revocar los numerales tercero y cuarto de la 
sentencia del 18 de octubre de 2022, proferida por el Juzgado Quinto Civil Municipal de 
Manizales, conforme a lo pretendido. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Manizales, administrando 
justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 
 

IV.  RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR los numerales tercero y cuarto de la sentencia del 18 de octubre 
de 2022, proferida por el Juzgado Quinto Civil Municipal de Manizales, dentro de la acción 
de tutela interpuesta por la señora ELIZABETH DEL SOCORRO OSORIO PINEDA, 
actuando en calidad de agente oficiosa de su hijo menor FELIPE CARRILLO OSORIO en 
contra de la EPS SANITAS. 
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta sentencia a las partes que intervienen en esta acción y al 
juzgado de primera instancia, de conformidad con el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991. 
 
TERCERO: ENVIAR el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual 
revisión. 

 

Firmado Por:

Geovanny  Paz Meza
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